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I. Justificación de la memoria abreviada.

La memoria se presenta en forma abreviada, de acuerdo con lo previsto en el artículo 

26.3 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, desarrollado mediante el Real Decreto 

931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de Impacto 

Normativo.

El artículo 3 del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, establece que “Cuando se 

estime que de la propuesta normativa no se derivan impactos apreciables en ninguno 

de los ámbitos enunciados, o estos no son significativos, se realizará una memoria 

abreviada.”

El proyecto de reglamento no produce impactos significativos en ninguno de los ámbitos 

que deben tomarse en consideración en la Memoria de Análisis Normativo.

II. Oportunidad de la norma.

Este reglamento se justifica por razones de interés general dado que hasta el momento, 

las decisiones y actuaciones en materia de desprotección de menores en situación de 

riesgo leve o moderado no cuentan en Antequera con un procedimiento municipal de 

declaración de riesgo, proponiéndose en dicho texto del reglamento la regulación de un 

procedimiento para adoptarla de forma expresa, a fin de dotar de las máximas garantías 

la actuación municipal en la materia, dando con ello cumplimiento, además, al principio 

de seguridad jurídica. El texto contiene la regulación imprescindible, en coherencia con 

el procedimiento de actuación unificado previsto en el Decreto 210/2018, de 20 de 

noviembre, que regula el procedimiento de actuación ante situaciones de riesgo y 

desamparo de la infancia y adolescencia (SIMIA), Orden de 30 de julio de 2019, que 

aprueba el instrumento Valórame, y restante normativa nacional y autonómica, 

reguladora de la competencia local para apreciar, intervenir y aplicar las medidas 

oportunas en las situaciones de riesgo. En aplicación del principio de eficiencia, no se 

establece ninguna carga añadida, derivada de su aplicación para la ciudadanía.

Por todo lo expuesto, resulta necesario la elaboración y aprobación por el Ayuntamiento 

de Antequera de un procedimiento específico municipal, conforme a la reciente 

normativa autonómica y en ejercicio de sus competencias, para regular el procedimiento 

para la declaración de la situación de riesgo de los menores residentes en Antequera.
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III. Identificación del título competencial prevalente.

La Constitución Española en su artículo 39, consagra la obligación de los poderes 

públicos de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia y en especial 

de los menores de edad, todo ello de conformidad con los Acuerdos y Convenios 

Internacionales que velan por sus derechos, entre ellos, la Convención de los Derechos 

del Niño, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas y la Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea (2010/C83/02). Por su parte la LO 1/1996, de 15 

de enero, de Protección Jurídica del Menor, establece en su artículo 11.2 como principio 

rector de la actuación de los poderes públicos, el interés superior del menor, dedicando 

su art. 17 a la definición de la situación de riesgo y atribuyendo la intervención en esta 

situación a «la administración pública competente conforme a lo dispuesto en la 

legislación estatal y autonómica aplicable, en coordinación con los centros escolares y 

servicios sociales y sanitarios, y en su caso con las entidades colaboradoras del 

respectivo ámbito territorial.»

La Comunidad Autónoma de Andalucía, en desarrollo de la competencia exclusiva que 

le corresponde en materia de protección de menores, que incluye en todo caso la 

regulación del régimen de protección y de las instituciones públicas de protección y 

tutela de los menores desamparados, en situación de riesgo, y de los menores 

infractores, se publica el Decreto 210/2018, de 20 de noviembre, que regula el 

procedimiento de actuación ante situaciones de riesgo y desamparo de la infancia y 

adolescencia (SIMIA). Desarrollado posteriormente por la Orden de 30 de julio de 2019, 

que aprueba y publica el instrumento para la valoración de la gravedad de las 

situaciones de riesgo, desprotección y desamparo de la infancia y adolescencia de la 

infancia y adolescencia en Andalucía (Valórame), así como por la Orden de 30 de julio 

de 2019, por la que se aprueba el formulario normalizado de la hoja de notificación de 

posibles situaciones de riesgo y desamparo de la infancia y adolescencia de la infancia 

y adolescencia, cuya entrada en vigor de ambas órdenes se produjo el 24 de agosto de 

2019.

Por otra parte la materia protección de menores ya había sido atribuida a las Entidades 

Locales Andaluzas por la legislación anterior de la Comunidad Autónoma, 

manteniéndose ésta vigente tal como establece la Disposición adicional Única del 

Decreto Ley 7/2014, de 20 de mayo de la Consejería de Administración Local y 

Relaciones Institucionales de la Junta de Andalucía. Y en este contexto, debe citarse la 

Ley 1/1998, de 20 de abril, de los derechos y la atención al menor, por la que la Junta 
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de Andalucía concreta y actualiza el ejercicio de esta competencia por las entidades 

locales en los siguientes términos (artículo 18.1): «Las Corporaciones Locales de 

Andalucía son competentes para el desarrollo de actuaciones de prevención, 

información y reinserción social en materia de menores, así como para la detección de 

menores en situación de desprotección y la intervención en los casos que requieran 

actuaciones en el propio medio. Igualmente, son competentes para apreciar, intervenir 

y aplicar las medidas oportunas en las situaciones de riesgo», definiendo posteriormente 

la situación de riesgo en los siguientes términos (artículo 22): «Aquella en la que, como 

consecuencia de circunstancias, carencias o conflictos familiares, sociales o educativos, 

el menor resulta perjudicado en su desarrollo personal, familiar, social o educativo, en 

su bienestar o en sus derechos, de forma que, sin alcanzar la entidad, intensidad o 

persistencia que fundamentan la declaración de situación de desamparo y la asunción 

de la tutela por ministerio de la Ley, sea precisa la intervención de la administración 

pública competente para eliminar, reducir o compensar esa situación de riesgo».

El ejercicio de esta competencia local, de conformidad con el art 92 del Estatuto de 

Autonomía y/o artículo 9 de la Ley 5/2010, de Autonomía Local de Andalucía, compete 

a los Servicios Sociales Comunitarios. Así, la citada Ley 5/2010 en su artículo 9.3 recoge 

como competencias municipales la gestión de los servicios sociales comunitarios, 

conforme al Plan y Mapa Regional de Servicios Sociales de Andalucía, que incluye, 

entre otras,»: a) Gestión de las prestaciones técnicas y económicas de los servicios 

sociales comunitarios».

En este sentido, la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía 

establece en su artículo 27 relativo a los Servicios Sociales Comunitarios, que «1. […] 

la organización y gestión de estos servicios y sus centros corresponde a las entidades 

locales de cada territorio […], en el marco de la planificación autonómica y en el ejercicio 

de las competencias propias en materia de servicios sociales que les atribuyen el 

Estatuto de Autonomía de Andalucía y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía 

Local de Andalucía […]. Previamente en su artículo 10.n «Derechos de las personas 

usuarias de los servicios sociales», garantiza el reconocimiento de las situaciones de 

riesgo, desprotección o desamparo y el establecimiento de las medidas de protección 

en los términos establecidos en la legislación vigente, estableciendo en su art. 28 como 

función de los servicios sociales comunitarios. «25.ª El desarrollo de actuaciones de 

prevención, información y reinserción social en materia de menores, la detección de 

menores en situación de desprotección, la detección e intervención en casos de 
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menores en situación de riesgo y, cuando sea necesario, el abordaje terapéutico en el 

propio medio, mediante un tratamiento específico e integrador que compense 

situaciones de riesgo de desprotección o permita la reunificación familiar en aquellos 

casos en los que haya sido necesaria la adopción de medidas de protección. 26.ª El 

abordaje terapéutico para evitar la adopción de medidas de protección y, en su caso, 

aquellas dirigidas a la reunificación familiar» y en su artículo 42 como «Prestación 

garantizada», en las condiciones establecidas en cada caso en el Catálogo de 

Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales y en el ejercicio de las 

competencias propias en materia de servicios sociales que les atribuyen el Estatuto de 

Autonomía de Andalucía y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de 

Andalucía. «42 2. e) los servicios específicos para la protección de niños o niñas en 

situación de riesgo o desamparo».

IV. Descripción de la tramitación y consultas realizadas 

En la elaboración y tramitación del presente reglamento se actuará de acuerdo con los 

principios de buena regulación a los que se refiere el artículo 129.1 de la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas.

En cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia, este reglamento se justifica 

por razones de interés general dado que hasta el momento, las decisiones y actuaciones 

en materia de desprotección de menores en situación de riesgo leve o moderado no 

cuentan en Antequera con un procedimiento municipal de declaración de riesgo, 

proponiéndose por el presente texto la regulación de un procedimiento para adoptarla 

de forma expresa, a fin de dotar de las máximas garantías la actuación municipal en la 

materia, dando con ello cumplimiento, además, al principio de seguridad jurídica. Por 

otro lado cumple con el principio de proporcionalidad, ya que el texto contiene la 

regulación imprescindible, en coherencia con el procedimiento de actuación unificado 

previsto en el Decreto 210/2018, de 20 de noviembre, que regula el procedimiento de 

actuación ante situaciones de riesgo y desamparo de la infancia y adolescencia (SIMIA), 

Orden de 30 de julio de 2019, que aprueba el instrumento Valórame, y restante 

normativa nacional y autonómica, reguladora de la competencia local para apreciar, 

intervenir y aplicar las medidas oportunas en las situaciones de riesgo. En aplicación del 

principio de eficiencia, no se establece ninguna carga añadida, derivada de su aplicación 

para la ciudadanía. Por otra parte, en cumplimiento del principio de transparencia, dado 
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el carácter organizativo del presente reglamento, su proyecto se someterá a información 

pública por el plazo establecido en la legislación de régimen local. Además de los 

medios oficiales de publicación, el anuncio de aprobación inicial se publicará en la sede 

electrónica del Ayuntamiento de Antequera, en los medios de comunicación social 

municipales y en cuantos medios estén disponibles y asequibles para un mejor 

conocimiento del proyecto de reglamento por la ciudadanía.

IV.1 Antecedentes

En nuestro ordenamiento jurídico, la protección de menores ha sido una de las 

competencias típicas del municipio. Como antecedentes a la actual redacción de las 

competencias municipales recogidas en el art. 25 de la Ley 7/85, Ley de Bases de 

Régimen Local, puede citarse el art 150.15 del Estatuto Municipal de 1924, que atribuye 

al municipio la competencia para «la corrección y protección de menores», y en idénticos 

términos la Ley Municipal de 1935, art 102 y la Ley de 1955, art 101,2g, que entre otras 

competencias, además de «la protección de menores» añade «atenciones de índole 

social». En la Ley de Bases de Régimen Local de 1985, las actuaciones del municipio 

en la materia se agrupan bajo el concepto «Prestación de los servicios sociales y 

promoción y reinserción social», (art. 25.2 K), que tras la modificación sufrida por la Ley 

27/2013, de 27 de diciembre, se concretó en «evaluación e información de situaciones 

de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de 

exclusión social».

V. Análisis de impactos.

V.1.Impacto económico y presupuestario.

La aplicación del Reglamento Regulador del procedimiento para la declaración de la 

situación de riesgo de menores de Antequera no supondrá ningún incremento del gasto 

público ni en la dotación de personal existente en el Centro de Servicios Sociales del 

Ayuntamiento de Antequera.

V.2. Impacto por razón de género.

En cuanto al informe de impacto de género, hay que partir del artículo 19 de la Ley 

Orgánica 3/2007, de 22 de marzo para la igualdad de mujeres y hombres, conforme al 

cual los proyectos de disposiciones de carácter general y los planes de especial 

relevancia económica, social, cultural y artística que se sometan a la aprobación del 
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Consejo de Ministros deberán incorporar un informe sobre su impacto por razón de 

género, por lo que en su cumplimiento se informa que el presente proyecto de 

reglamento no contiene ninguna medida discriminatoria por razón de género. La 

valoración del impacto de género en relación con la eliminación de desigualdades entre 

mujeres y hombres, así como en relación con el cumplimiento de los objetivos de 

políticas de igualdad es nula, toda vez que no se deducen del propio objeto de la norma 

ni tampoco de su aplicación desigualdades en la citada materia.

El proyecto de reglamento parte de una situación en la que no existen desigualdades de 

oportunidades ni de trato entre hombres y mujeres en este ámbito y no se prevé una 

modificación de esta situación, por lo que el informe de impacto por razón de género es 

nulo.

VI. Otros impactos.

VI.1.- a) Impacto en la familia

No se prevé ningún impacto en la familia de acuerdo con lo exigido en la disposición 

adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias 

Numerosas, introducida por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema 

de protección a la infancia y a la adolescencia.

VI.1.- b) Impacto en la infancia y en la adolescencia.

No se prevé ningún impacto en la infancia y la adolescencia, derivado del artículo 22 de 

la Ley Orgánica 1/1996 de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor de 

modificación parcial del Código Civil, y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, igualmente 

introducido por la Ley 26/2015, de 28 de julio.

VI. 1. c) Impacto sobre la normativa anterior.

No se prevé ningún conflicto ni derogación de las normativas municipales anteriores. 


